
 
 
 
 
 
 
PROTOCOLOS  II ADICIONALES A LOS CONVENIOS DE GINEBRA DE 12 DE AGOSTO DE 1949, RELATIVOS A 
LA PROTECCIÓN DE LAS VÍCTIMAS DE LOS CONFLICTOS ARMADOS INTERNACIONALES Y SIN CARÁCTER 

INTERNACIONAL, HECHOS EN GINEBRA EL 8 DE JUNIO DE 1977 
(«BOE núm. 177/1989, de 26 de julio de 1989») 

 
 
INSTRUMENTOS de Ratificación de los Protocolos II adicionales a los Convenios de Ginebra de 12 de agosto de 1949, 
relativos a la protección de las víctimas de los conflictos armados internacionales y sin carácter internacional, hechos en 
Ginebra el 8 de junio de 1977. 
 
 
 

JUAN CARLOS I REY DE ESPAÑA. 
 
Por cuanto el día 7 de noviembre de 1978 el Plenipotenciario de España, nombrado en buena y debida forma al efecto, 
firmó en Berna el Protocolo adicional a los Convenios de Ginebra de 12 de agosto de 1949 relativo a la protección de las 
víctimas de los conflictos armados internacionales (Protocolo I), hecho en Ginebra el 8 de junio de 1977. 
 
Vistos y examinados sus 102 artículos y sus dos anexos; 
 
Concedida por las Cortes Generales la autorización prevista en el artículo 94. 1 de la Constitución, 
 
Vengo en aprobar y ratificar cuanto en él se dispone, como en virtud del presente lo apruebo y ratifico, prometiendo 
cumplirlo, observarlo y hacer que se cumpla y observe puntualmente en todas sus partes, a cuyo fin para su mayor 
validación y firmeza, mando expedir este Instrumento de Ratificación firmado por Mi, debidamente sellado y refrendado 
por el infrascrito Ministro de Asuntos Exteriores, con la siguiente declaración, de conformidad con el artículo 90, párrafo 2, 
del Protocolo: 
 
«El Gobierno del Reino de España declara que reconoce ipso facto y sin acuerdo especial, con relación a cualquier otra 
alta Parte contratante que acepte la misma obligación, la competencia de la Comisión para proceder a una investigación 
acerca de las denuncias formuladas por esa otra Parte». 
 
Y las siguientes declaraciones interpretativas que el Gobierno español formula: 
 
Al Protocolo I en su totalidad: 
 
Entiende que este Protocolo, en su ámbito específico, se aplica exclusivamente a las armas convencionales, y sin 
perjuicio de las normas de derecho internacional aplicables a otro tipo de armas. 
 
A los artículos 1, párrafo 4, y 96, párrafo 3: 
 
Estos artículos se interpretarán de acuerdo con el principio enunciado en el artículo 2, párrafo 4, de la Carta de las 
Naciones Unidas, tal y como figura desarrollado y reafirmado en los siguientes textos: 
 
1. Párrafo dispositivo 6 de la Resolución 1514 (XV) de la Asamblea General de las Naciones Unidas de 14 de diciembre 
de 1960. 
 
2. Ultimo párrafo relativo al principio de igualdad de derechos y libre determinación de los pueblos, de la declaración sobre 
los principios de derechos internacionales referentes a las relaciones de amistad y a la cooperación entre los Estados, de 
conformidad con la Carta de las Naciones Unidas, aprobada por la Resolución 2625 (XXV) de la Asamblea General de las 
Naciones Unidas de 24 de octubre de 1970. 
 
A los artículos 41, 56. 57, 58, 78 y 86: 
 
Entiende, en relación con los artículos 41, 56, 57, 58. 78 y 86, que la palabra «posible» significa que el asunto a que se 
refiere es factible o posible en la práctica, teniendo en cuenta todas las circunstancias que concurran en el momento en 
que se produce el hecho, incluyendo en las mismas aspectos humanitarios y militares. 
 
Al artículo 44, 3. D: 
 



 
Entiende que los criterios contenidos en el párrafo b) del citado artículo respecto a distinción entre combatientes y 
población civil pueden solamente ser aplicados en territorios ocupados. Asimismo interpreta que la expresión «despliegue 
militar» significa cualquier movimiento hacia el lugar desde el que o hacía el que un ataque va a ser lanzado. 
 
A los artículos 51 a 58: 
 
Entiende que la decisión adoptada por mandos militares y otros con facultad legal para planear o ejecutar ataques que 
pudieran tener repercusiones sobre personal civil, bienes o similares no puede necesariamente ser tomada más que sobre 
la base de informaciones pertinentes disponibles en el momento considerado y que ha sido posible obtener a estos 
efectos. 
 
A los artículos 51, 52 y 57: 
 
Entiende que la «ventaja militar» a que hacen referencia tales artículos se refiere a la ventaja que se espera del ataque en 
su conjunto y no de partes aisladas del mismo. 
 
Al artículo 52, párrafo 2: 
 
Entiende que la consecución o conservación de una determinada zona terrestre constituye un objetivo militar cuando 
reuniendo todos los requerimientos expuestos en el citado párrafo proporciona una concreta ventaja militar teniendo en 
cuenta las circunstancias que concurren durante el tiempo considerado. 
 
Dado en Madrid a 11 de abril de 1989. 
 
El Ministro de Asuntos Exteriores, FRANCISCO FERNANDEZ ORDOÑEZ. 
 
JUAN CARLOS R. 
 
 

JUAN CARLOS I REY DE ESPAÑA. 
 
 
 

PROTOCOLO ADICIONAL A LOS CONVENIOS DE GINEBRA DEL 12 DE AGOSTO DE 1949 RELATIVO A LA 
PROTECCIÓN DE LAS VICTIMAS DE LOS CONFLICTOS ARMADOS SIN CARACTER INTERNACIONAL  

 
(PROTOCOLO II). 

 
PREAMBULO. 
 
Las Altas Partes contratantes. 
 
Recordando que los principios humanitarios refrendados por el artículo 3 común a los Convenios de Ginebra del 12 de 
agosto de 1949 constituyen el fundamento del respeto a la persona humana en caso de conflicto armado sin carácter 
internacional. 
 
Recordando, asimismo que los instrumentos internacionales relativos a los derechos humanos ofrecen a la persona 
humana una protección fundamental, 
 
Subrayando la necesidad de garantizar una mejor protección a las víctimas de tales conflictos armados, 
 
Recordando que, en los casos no previstos por el derecho vigente, la persona humana queda bajo la salvaguardia de los 
principios de la humanidad y de las exigencias de la conciencia pública, 
 
Convienen en lo siguiente: 
 

TITULO I. 
AMBITO DEL PRESENTE PROTOCOLO. 

 
Artículo 1. Ambito de aplicación material. 
 
1. El presente Protocolo, que desarrolla y completa el artículo 3 común a los Convenios de Ginebra del 12 de agosto de 
1949, sin modificar sus actuales condiciones de aplicación, se aplican a todos los conflictos armados que no estén 
cubiertos por el artículo 1 del Protocolo adicional a los Convenios de Ginebra del 12 de agosto de 1949 relativo a la 
protección de las víctimas de los conflictos armados internacionales (Protocolo I) y que se desarrollen en el territorio de 



 
una Alta Parte contratante entre sus fuerzas armadas y fuerzas armadas disidentes o grupos armados organizados que 
bajo la dirección de un mando responsable, ejerzan sobre una parte de dicho territorio un control tal que les permita 
realizar operaciones militares sostenidas y concertadas y aplicar el presente Protocolo. 
 
2. El presente Protocolo no se aplicará a las situaciones de tensiones internas y de disturbios interiores, tales como los 
motines, los actos esporádicos y aislados de violencia y otros actos análogos, que no son conflictos armados. 
 
Artículo 2. Ambito de aplicación personal. 
 
1. El presente protocolo se aplicará sin ninguna distinción de carácter desfavorable por motivos de raza, color, sexo, 
idioma, religión o creencia, opiniones políticas o de otra índole, origen nacional o social, fortuna, nacimiento u otra 
condición o cualquier otro criterio análogo (denominada en adelante "distinción de carácter desfavorable"), a todas las 
personas afectadas por un conflicto armado en el sentido del artículo 1. 
 
2. Al fin del conflicto armado, todas las personas que hayan sido objeto de una privación o de una restricción de libertad 
por motivos relacionados con aquél, así como las que fuesen objeto de tales medidas después del conflicto por los 
mismos motivos, gozarán de la protección prevista en los artículos 5 y 6 hasta el término de esa privación o restricción de 
libertad. 
 
Artículo 3. No intervención. 
 
1. No podrá invocarse disposición alguna del presente Protocolo con objeto de menoscabar la soberanía de un Estado o 
la responsabilidad que incumbe al gobierno de mantener o restablecer la ley y el orden en el Estado o de defender la 
unidad nacional y la integridad territorial del Estado por todos los medios legítimos. 
 
2. No podrá invocarse disposición alguna del presente Protocolo como justificación para intervenir, directa o 
indirectamente, sea cual fuere la razón, en el conflicto armado o en los asuntos internos o externos de la Alta Parte 
contratante en cuyo territorio tenga lugar ese conflicto. 
 

TITULO II 
TRATO HUMANO. 

 
Artículo 4. Garantías fundamentales. 
 
1. Todas las personas que no participen directamente en las hostilidades, o que hayan dejado de participar en ellas, estén 
o no privadas de libertad, tienen derecho a que se respeten su persona, su honor, sus convicciones y sus prácticas 
religiosas. Serán tratadas con humanidad en toda circunstancia, sin ninguna distinción de carácter desfavorable. Queda 
prohibido ordenar que no haya supervivientes. 
 
2. Sin perjuicio del carácter general de las disposiciones que preceden, están y quedarán prohibidos en todo tiempo y 
lugar con respecto a las personas a que se refiere el párrafo 1: 
 
a) los atentados contra la vida, la salud y la integridad física o mental de las personas, en particular el homicidio y los 
tratos crueles tales como la tortura y las mutilaciones o toda forma de pena corporal; 
 
b) los castigos colectivos; 
 
c) la toma de rehenes; 
 
d) los actos de terrorismo; 
 
e) los atentados contra la dignidad personal, en especial los tratos humillantes y degradantes, la violación, la prostitución 
forzada y cualquier forma de atentado al pudor; 
 
f) la esclavitud y la trata de esclavos en todas sus formas; 
 
g) el pillaje; 
 
h) las amenazas de realizar los actos mencionados  
 
3. Se proporcionarán a los niños los cuidados y la ayuda que necesiten y, en particular: 
 
a) recibirán una educación, incluida la educación religiosa o moral, conforme a los deseos de los padres o, a falta de 
éstos, de las personas que tengan la guarda de ellos; 
 



 
b) se tomarán las medidas oportunas para facilitar la reunión de las familias temporalmente separadas; 
 
c) los niños menores de 15 años no serán reclutados en las fuerzas o grupos armados y no se permitirá que participen en 
las hostilidades; 
 
d) la protección especial prevista en este artículo para los niños menores de 15 años seguirá aplicándose a ellos si, no 
obstante las disposiciones del apartado c), han participado directamente en las hostilidades y han sido capturados; 
 
e) se tomarán medidas, si procede, y siempre que sea posible con el consentimiento de los padres o de las personas que, 
en virtud de la ley o la costumbre, tengan en primer lugar la guarda de ellos, para trasladar temporalmente a los niños de 
la zona en que tengan lugar las hostilidades a una zona del país más segura y para que vayan acompañados de personas 
que velen por su seguridad y bienestar. 
 
Artículo 5. Personas privadas de libertad. 
 
1. Además de las disposiciones del artículo 4, se respetarán, como mínimo, en lo que se refiere a las personas privadas 
de libertad por motivos relacionados con el conflicto armado, ya estén internadas o detenidas, las siguientes 
disposiciones: 
 
a) los heridos y enfermos serán tratados de conformidad con el artículo 7; 
 
b) las personas a que se refiere el presente párrafo recibirán, en la misma medida que la población local, alimentos y agua 
potable y disfrutarán de garantías de salubridad e higiene y de protección contra los rigores del clima y los peligros del 
conflicto armado; 
 
c) serán autorizadas a recibir socorros individuales o colectivos; 
 
d) podrán practicar su religión y, cuando así lo soliciten y proceda, recibir la asistencia espiritual de personas que ejerzan 
funciones religiosas, tales como los capellanes; 
 
e) en caso de que deban trabajar, gozarán de condiciones de trabajo y garantías análogas a aquellas de que disfrute la 
población civil local. 
 
2. En la medida de sus posibilidades, los responsables del internamiento o la detención de las personas a que se refiere el 
párrafo 1 respetarán también, dentro de los límites de su competencia, las disposiciones siguientes relativas a esas 
personas: 
 
a) salvo cuando hombres y mujeres de una misma familia sean alojados en común, las mujeres estarán custodiadas en 
locales distintos de los destinados a los hombres y se hallarán bajo la vigilancia inmediata de mujeres; 
 
b) dichas personas serán autorizadas para enviar y recibir cartas y tarjetas postales, si bien su número podrá ser limitado 
por la autoridad competente si lo considera necesario; 
 
c) los lugares de internamiento y detención no deberán situarse en la proximidad de la zona de combate. Las personas a 
que se refiere el párrafo 1 serán evacuadas cuando los lugares de internamiento o detención queden particularmente 
expuestos a los peligros resultantes del conflicto armado, siempre que su evacuación pueda efectuarse en condiciones 
suficientes de seguridad; 
 
d) dichas personas serán objeto de exámenes médicos; 
 
e) no se pondrán en peligro su salud ni su integridad física o mental, mediante ninguna acción u omisión injustificadas. Por 
consiguiente, se prohíbe someter a las personas a que se refiere el presente artículo a cualquier intervención médica que 
no esté indicada por su estado de salud y que no esté de acuerdo con las normas médicas generalmente reconocidas que 
se aplicarían en análogas circunstancias médicas a las personas no privadas de libertad. 
 
3. Las personas que no estén comprendidas en las disposiciones del párrafo 1 pero cuya libertad se encuentre restringida, 
en cualquier forma que sea, por motivos relacionados con el conflicto armado, serán tratadas humanamente conforme a lo 
dispuesto en el artículo 4 y en los párrafos 1 a), c) y d) y 2 b) del presente artículo. 
 
4. Si se decide liberar a personas que estén privadas de libertad, quienes lo decidan deberán tomar las medidas 
necesarias para garantizar la seguridad de tales personas. 
 
Artículo 6. Diligencias penales. 
 
1. El presente artículo se aplicará al enjuiciamiento y a la sanción de infracciones penales cometidas en relación con el 



 
conflicto armado. 
 
2. No se impondrá condena ni se ejecutará pena alguna respecto de una persona declarada culpable de una infracción, 
sino en virtud de sentencia de un tribunal que ofrezca las garantías esenciales de independencia e imparcialidad. En 
particular: 
 
a) el procedimiento dispondrá que el acusado sea informado sin demora de los detalles de la infracción que se le atribuya 
y garantizará al acusado, en las actuaciones que precedan al juicio y en el curso de éste, todos los derechos y medios de 
defensa necesarios; 
 
b) nadie podrá ser condenado por una infracción si no es sobre la base de su responsabilidad penal individual; 
 
c) nadie será condenado por actos u omisiones que en el momento de cometerse no fueran delictivos según el derecho; 
tampoco se impondrá pena más grave que la aplicable en el momento de cometerse la infracción; si, con posterioridad a 
la comisión de la infracción, la ley dispusiera la imposición de una pena más leve, el delincuente se beneficiará de ello; 
 
d) toda persona acusada de una infracción se presumirá inocente mientras no se pruebe su culpabilidad conforme a la ley; 
 
e) toda persona acusada de una infracción tendrá derecho a hallarse presente al ser juzgada; 
 
f) nadie podrá ser obligado a declarar contra sí mismo ni a confesarse culpable. 
 
3. Toda persona condenada será informada, en el momento de su condena, de sus derechos a interponer recurso judicial 
y de otro tipo, así como de los plazos para ejercer esos derechos. 
 
4. No se dictará pena de muerte contra las personas que tuvieren menos de 18 años de edad en el momento de la 
infracción ni se ejecutará en las mujeres encintas ni en las madres de niños de corta edad. 
 
5. A la cesación de las hostilidades, las autoridades en el poder procurarán conceder la amnistía más amplia posible a las 
personas que hayan tomado parte en el conflicto armado o que se encuentren privadas de libertad, internadas o detenidas 
por motivos relacionados con el conflicto armado. 
 

TITULO III 
HERIDOS, ENFERMOS Y NAUFRAGOS. 

 
Artículo 7. Protección y asistencia 
 
1. Todos los heridos, enfermos y náufragos, hayan o no tomado parte en el conflicto armado serán respetados y 
protegidos. 
 
2. En toda circunstancia serán tratados humanamente y recibirán, en toda la medida de lo posible y en el plazo más breve, 
los cuidados médicos que exija su estado. No se hará entre ellos distinción alguna que no esté basada en criterios 
médicos. 
 
Artículo 8. Búsqueda 
 
Siempre que las circunstancias lo permitan, y en particular después de un combate, se tomarán sin demora todas las 
medidas posibles para buscar y recoger a los heridos, enfermos y náufragos a fin de protegerlos contra el pillaje y los 
malos tratos y asegurarles la asistencia necesaria, y para buscar a los muertos, impedir que sean despojados y dar 
destino decoroso a sus restos. 
 
Artículo 9. Protección del personal sanitario y religioso. 
 
1. El personal sanitario y religioso será respetado y protegido. Se le proporcionará toda la ayuda disponible para el 
desempeño de sus funciones y no se le obligará a realizar tareas que no sean compatibles con su misión humanitaria 
 
2. No se podrá exigir que el personal sanitario, en el cumplimiento de su misión, dé prioridad al tratamiento de persona 
alguna salvo por razones de orden médico. 
 
Artículo 10. Protección general de la misión médica 
 
1. No se castigará a nadie por haber ejercido una actividad médica conforme con la deontología, cualesquiera que 
hubieren sido las circunstancias o los beneficiarios de dicha actividad. 
 
2. No se podrá obligar a las personas que ejerzan una actividad médica a realizar actos ni a efectuar trabajos contrarios a 



 
la deontología u otras normas médicas destinadas a proteger a los heridos y a los enfermos, o a las disposiciones del 
presente Protocolo, ni a abstenerse de realizar actos exigidos por dichas normas o disposiciones. 
 
3. A reserva de lo dispuesto en la legislación nacional, se respetarán las obligaciones profesionales de las personas que 
ejerzan una actividad médica, en cuanto a la información que puedan adquirir sobre los heridos y los enfermos por ellas 
asistidos. 
 
4. A reserva de lo dispuesto en la legislación nacional, la persona que ejerza una actividad médica no podrá ser 
sancionada de modo alguno por el hecho de no proporcionar o de negarse a proporcionar información sobre los heridos y 
los enfermos a quienes asista o haya asistido. 
 
Artículo 11. Protección de unidades y medios de transporte sanitarios. 
 
1. Las unidades sanitarias y los medios de transporte sanitarios serán respetados y protegidos en todo momento y no 
serán objeto de ataques. 
 
2. La protección debida a las unidades y a los medios de transporte sanitarios solamente podrá cesar cuando se haga uso 
de ellos con objeto de realizar actos hostiles al margen de sus tareas humanitarias. Sin embargo, la protección cesará 
únicamente después de una intimación que, habiendo fijado, cuando proceda, un plazo razonable, no surta efectos. 
 
Artículo 12.Signo distintivo. 
 
Bajo la dirección de la autoridad competente de que se trate, el signo distintivo de la cruz roja, de la media luna roja o del 
león y sol rojos sobre fondo blanco será ostentado tanto por el personal sanitario y religioso como por las unidades y los 
medios de transporte sanitarios. Dicho signo deberá respetarse en toda circunstancia No deberá ser utilizado 
indebidamente. 

TITULO IV. 
POBLACION CIVIL. 

 
Artículo 13. Protección de la población civil. 
 
1. La población civil y las personas civiles gozarán de protección general contra los peligros procedentes de operaciones 
militares. Para hacer efectiva esta protección, se  observarán en todas las circunstancias las normas siguientes. 
 
2. No serán objeto de ataque la población civil como tal. ni las personas civiles. Quedan prohibidos los actos o amenazas 
de violencia cuya finalidad principal sea aterrorizar a la población civil. 
 
3. Las personas civiles gozarán de la protección que confiere este Título, salvo si participan directamente en las 
hostilidades y mientras dure tal participación. 
 
Artículo 14. Protección de los bienes indispensables para la supervivencia de la población civil. 
 
Queda prohibido, como método de combate, hacer padecer hambre a las personas civiles. En consecuencia, se prohíbe 
atacar, destruir, sustraer o inutilizar con ese fin los bienes indispensables para la supervivencia de la población civil, tales 
como los artículos alimenticios y las zonas agrícolas que los producen, las cosechas, el ganado, las instalaciones y 
reservas de agua potable y las obras de riego. 
 
Artículo 15. Protección de las obras e instalaciones que contienen fuerzas peligrosas. 
 
Las obras o instalaciones que contienen fuerzas peligrosas, a saber las presas, los diques y las centrales nucleares de 
energía eléctrica, no serán objeto de ataques, aunque sean objetivos militares, cuando tales ataques puedan producir la 
liberación de aquellas fuerzas y causar, en consecuencia, pérdidas importantes en la población civil. 
 
Artículo 16. Protección de los bienes culturales y de los lugares de culto. 
 
Sin perjuicio de las disposiciones de la Convención de La Haya del 14 de mayo de 1954 para la Protección de los Bienes 
Culturales en caso de Conflicto Armado, queda prohibido cometer actos de hostilidad dirigidos contra los monumentos 
históricos, las obras de arte o los lugares de culto que constituyen el patrimonio cultural o espiritual de los pueblos, y 
utilizarlos en apoyo del esfuerzo militar. 
 
Artículo 17. Prohibición de los desplazamientos forzados. 
 
1. No se podrá ordenar el desplazamiento de la población civil por razones relacionadas con el conflicto, a no ser que así 
lo exijan la seguridad de las personas civiles o razones militares imperiosas. Si tal desplazamiento tuviera que efectuarse, 
se tomarán todas las medidas posibles para que la población civil sea acogida en condiciones satisfactorias de 



 
alojamiento, salubridad, higiene, seguridad y alimentación. 
 
2. No se podrá forzar a las personas civiles a abandonar su propio territorio por razones relacionadas con el conflicto, 
 
Artículo 18. Sociedades de socorro y acciones de socorro. 
 
1. Las sociedades de socorro establecidas en el territorio de la Alta Parte contratante, tales como las organizaciones de la 
Cruz Roja (Media Luna Roja, León y Sol Rojos), podrán ofrecer sus servicios para el desempeño de sus funciones 
tradicionales en relación con las víctimas del conflicto armado. La población civil puede, incluso por propia iniciativa, 
ofrecerse para recoger y cuidar los heridos, enfermos y náufragos. 
 
2. Cuando la población civil esté padeciendo privaciones extremadas por la falta de abastecimientos indispensables para 
su supervivencia, tales como víveres y suministros sanitarios, se emprenderán, con el consentimiento de la Alta Parte 
contratante interesada, acciones de socorro en favor de la población civil, de carácter exclusivamente humanitario e 
imparcial y realizadas sin distinción alguna de carácter desfavorable. 
 

TITULO V. 
DISPOSICIONES FINALES. 

 
Artículo 19. Difusión. 
 
El presente Protocolo deberá difundirse lo más ampliamente posible. 
 
Artículo 20. firma 
 
El presente Protocolo quedará abierto a la firma de las Partes en los Convenios seis meses después de la firma del Acta 
Final y seguirá abierto durante un período de doce meses. 
 
Artículo 21. Ratificación. 
 
El presente Protocolo será ratificado lo antes posible. Los instrumentos de ratificación se depositarán en poder del 
Consejo Federal Suizo, depositario de los Convenios. 
 
Artículo 22. Adhesión. 
 
El presente Protocolo quedará abierto a la adhesión de toda Parte en los Convenios no signataria de este Protocolo. Los 
instrumentos de adhesión se depositarán en poder del depositario. 
 
Artículo 23. Entrada en vigor. 
 
1. El presente Protocolo entrará en vigor seis meses después de que se hayan depositado dos instrumentos de 
ratificación o de adhesión. 
 
2. Para cada Parte en los Convenios que lo ratifique o que a él se adhiera ulteriormente, el presente Protocolo entrará en 
vigor seis meses después de que dicha Parte haya depositado su instrumento de ratificación o de adhesión. 
 
Artículo 24. Enmiendas. 
 
1. Toda Alta Parte contratante podrá proponer una o varias enmiendas al presente Protocolo. El texto de cualquier 
enmienda propuesta se comunicará al depositario, el cual, tras celebrar consultas con todas las Altas Partes contratantes 
y con el Comité Internacional de la Cruz Roja, decidirá si conviene convocar una conferencia para examinar la enmienda 
propuesta 
 
2. El depositario invitará a esa conferencia a las Altas Partes contratantes y a las Partes en los Convenios, sean o no 
signatarias del presente Protocolo. 
 
Artículo 25. Denuncia 
 
1. En el caso de que una Alta Parte contratante denuncie el presente Protocolo, la denuncia sólo surtirá efecto seis meses 
después de haberse recibido el instrumento de denuncia No obstante, si al expirar los seis meses la Parte denunciante se 
halla en la situación prevista en el artículo 1, la denuncia no surtirá efecto antes del fin del conflicto armado. Las personas 
que hayan sido objeto de una privación o de una restricción de libertad por motivos relacionados con ese conflicto 
seguirán no obstante beneficiándose de las disposiciones del presente Protocolo hasta su liberación definitiva 
 
2. La denuncia se notificará por escrito al depositario. Este último la comunicará a todas las Altas Partes contratantes. 



 
 
Artículo 26. Notificaciones. 
 
El depositario informará a las Altas Partes contratantes y a las Partes en los Convenios, sean o no signatarias del 
presente Protocolo, sobre; 
 
a) las firmas del presente Protocolo y el depósito de los instrumentos de ratificación y de adhesión, de conformidad con los 
artículos 21 y 22; 
 
b) la fecha en que el presente Protocolo entre en vigor, de conformidad con el artículo 23; y. 
 
c) las comunicaciones y declaraciones recibidas de conformidad con el artículo 24. 
 
Artículo 27. Registro. 
 
1. Una vez haya entrado en vigor el presente Protocolo, el depositario lo transmitirá a la Secretaria de las Naciones 
Unidas con objeto de que se proceda a su registro y publicación, de conformidad con el artículo 102 de la Carta de las 
Naciones Unidas. 
 
2. El depositario informará igualmente a la Secretaría de las Naciones Unidas de todas las ratificaciones y adhesiones que 
reciba en relación con el presente Protocolo. 
 
Artículo 28. Textos auténticos. 
 
El original del presente Protocolo, cuyos textos árabe, chino, español, francés, inglés y ruso son igualmente auténticos, se 
depositará en poder del depositario, el cual enviará copias certificadas conformes a todas las Partes en los Convenios. 
 

(«BOE núm. 241/1989 de 7 de octubre de 1989») 
 
INSTRUMENTOS de ratificación de los Protocolos I y II adicionales a los Convenios de Ginebra de 12 de agosto de 1949, 
relativos a la protección de las victimas de los conflictos armados internacionales y sin carácter internacional, hechos en 
Ginebra el 8 de junio de 1977. (Continuación.). 
 
Advertida omisión en la inserción de los Protocolos I y II adicionales a los Convenios de Ginebra de 12 de agosto de 1949, 
relativos a la protección de las víctimas de los conflictos armados internacionales y sin carácter internacional, hechos en 
Ginebra el 8 de junio de 1977, y publicados en el «Boletín Oficial del Estado» número 177, de 26 de julio de 1989, 
continuación se transcribe el texto omitido: 
 
 
 

ESTADOS PARTE. 
 
 
 

 
Ratificación o Adhesión 

 
Fecha durada en vigor 

 
Angola (Protocolo I) (1)..  

 
20. 09. 1984 A 

 
20. 03. 1985 

Antigua y Barbuda....  06. 10. 1986 A 06. 04. 1987 
 
Arabia Saudita (Protocolo I) (2).  

 
21. 08. 1987 A 

 
21. 02. 1988 

Argentina (3).....  26. 11. 1986 A 26. 05. 1987 
 
Austria (4)....  

 
13. 08. 1982 R 

 
13. 02. 1983 

 
Bahamas....  

 
10. 04. 1980 A 

 
10. 10. 1980 

 
Bahrein...  

 
30. 10. 1-986 A 

 
30. 04. 1987 

 
Bangladesh.....  

 
08. 09. 1980 A 

 
08. 03. 1981 

 
Bélgica (5)......  

 
20. 05. 1986 R 

 
20. 11. 1986 

 
Belice....  

 
29. 06. 1984 A 

 
29. 12. 1984 

 
Benin......  

 
28. 05. 1986 A 

 
28. 11. 1986 

 
Bolivia......  

 
08. 12. 1983 A 

 
08. 06. 1984 

 
Botswana....  

 
23. 05. 1979 A 

 
23. 11. 1979 

 
Burkina Faso.....  

 
20. 10. 1987 R 

 
20. 04. 1988 

 
Comoras...  

 
21. 11. 1985 A 

 
21. 05. 1986 

   



 
Congo.......  10. 11. 1983 A 10. 05. 1984 
 
Costa Rica.....  

 
15. 12. 1983 A 

 
15. 06. 1984 

 
Cuba (Protocolo I)..  

 
25. 11. 1982 A 

 
25. 05. 1983 

 
China (6)....  

 
14. 09. 1983 A 

 
14. 031984 

 
Chipre (Protocolo I)...  

 
01. 06. 1979 R 

 
01. 12. 1979  

 
Dinamarca (7)...  

 
17. 06. 1982 R 

 
17. 12. 1982 

 
Ecuador....  

 
10. 04. 1979 R 

 
10. 10. 1979 

 
El Salvador......  

 
23. 11. 1978 R 

 
23. 05. 1979 

 
Emiratos Arabes Unidos (3).  

 
09. 03. 1983 A 

 
09. 09. 1983 

 
España.....  

 
21. 04. 1989 R 

 
21. 10. 1989 

 
Filipinas (Protocolo II).  

 
11. 12. 1986 A 

 
11. 06. 1987 

 
Finlandia (9)...  

 
07. 08. 1980 R 

 
07.02. 1981 

 
Francia (Protocolo II) (10)..  

 
24. 02. 1984 A 

 
24. 08. 1984 

Gabón...  08. 04. 1980 A 08. 10. 1980 
 
Gambia....  

 
12. 01. 1989 A 

 
12. 07. 1989 

 
Ghana...  

 
28. 02. 1978 R 

 
07: 12. 1978 

 
Grecia (Protocolo I)...  

 
31. 03. 1989 R 

 
30. 09. 1989 

 
Guatemala..  

 
19. 10. 1987 R 

 
19. 04. 1988 

 
Guinea..  

 
11. 07. 1984 A 

 
11. 01. 1985 

 
Guinea-Bissau....  

 
21. 1O. 1986 A 

 
21. 04. 1987 

Guinea Ecuatorial..  24. 07. 1986 A 24. 01. 1987 
 
Guyana....  

 
18. 01. 1988 A 

 
18. 07. 1988 

 
Hungría (Protocolo I)...  

 
12. 04. 1989 R 

 
12. 10. 1989 

Islandia (11)..  10. 04. 1987 R 10. 10. 1987 
 
Islas Salomón...  

 
19. 09. 1988 A 

 
19. 03. 1989 

Italia (12)...  27. 02. 1986 R 27. 08. 1986 
 
Jamahiriya Arabe Libia...  

 
07. 06. 1978 A 

 
07. 12. 1978 

Jamaica....  29. 07. 1986 A 29. 01. 1987 
 
Jordania...  

 
01. 05. 1979 R 

 
01. 11. 1979 

 
Kuwait....  

 
17. 01. 1985 A 

 
17. 07. 1985 

 
Liberia..  

 
30. 06. 1988 A 

 
30 12.. 1988 

 
Mali...  

 
08. 02. 1989 A 

 
08. 08.1989 

 
Malta (13).  

 
17. 04. 1989 A 

 
17.10 .1989 

 
Mauricio...  

 
22. 03. 1982 A 

 
22. 09. 1982 

 
Mauritania..  

 
 14. 03. 1980 A 

 
14. 09.1980 

 
México (Protocolo I)  

 
10. 03. 1983 A 

 
10. 09. 1983 

 
Mozambique (Protocolo I)..  

 
14. 03. 1983 A 

 
14. 09. 1983 

 
 

 
Ratificación o adhesión 

 
Fecha entrada en vigor 

 
Namibia.....  

 
18. 10. 1983 A 

 
18. 04. 1984 

 
Níger.......  

 
08. 06. 1979 R 

 
08. 12. 1979 

 
Nigeria.......  

 
10. 10. 1988 A 

 
10. 04. 1989 

 
Noruega (14).....  

 
14. 12. 1981 R 

 
14. 06. 1982 

 
Mueva Zelanda (15)...  

 
08. 02. 1988 R 

 
08. 08. 1988 

Omán (16).....  29. 03. 1984 A 29. 09. 1984 
 
Países Bajos (17)  

 
26. 06. 1987 R 

 
26. 12. 1987 

Qatar (Protocolo I) (18)..  05. 04. 1988 A 05. 10. 1988 



 
República de Camerún..  16. 03. 1984 A 16. 09. 1984 
República Centroafricana..  17. 07. 1984 A 17. 01. 1985 
República de Corea (19)..  15. 01. 1982 R 15. 07. 1982 
República Popular Dem. Corea (Protocolo I)....  09. 03. 1988 A 09. 09. 1988 
 
Rep. Dem. Pop. Laos..  

 
18. 11. 1980 R 

 
18. 05. 1981 

Rep. Unida de Tanzania..  15. 12. 1983 A 15. 08. 1983 
Rwanda......  19. 11. 1984 A 19. 05. 1985 
 
Samoa.......  

 
23. 08. 1984 A 

 
23. 02. 1985 

 
San Cristóbal y Nieves...  

 
14. 02. 1986 A 

 
14. 08. 1986 

 
San Vicente y Granadinas..  

 
08. 04. 1983 A 

 
08. 10. 1983 

Santa Lucía.....  07. 10. 1982 A 07. 04. 1983 
 
Santa Sede (20)....  

 
21. 11. 1985 R 

 
21. 05. 1986 

 
Senegal......  

 
07. 05. 1985 R 

 
07. 11. 1985 

 
Seychelles.....  

 
08. 11. 1984 A 

 
08. 05. 1985 

 
Sierra Leona....  

 
21. 10. 1986 A 

 
21. 04. 1987 

Siria (Protocolo I) (21)..  14. 11. 1983 A 14. 05. 1984 
Suecia (22).....  31. 08. 1979 R 29. 02. 1980 
 
Suiza (23).....  

 
17. 02. 1982 R 

 
17. 08. 1982 

 
Suriname.....  

 
16. 12. 1985 A 

 
16. 06. 1986 

 
Togo......  

 
21. 06. 1983 R 

 
21. 12. 1984 

 
Túnez.......  

 
09. 08. 1979 R 

 
09. 02. 1980 

 
Uruguay......  

 
13. 12. 1985 A 

 
13. 06. 1986 

 
Vanautu......  

 
28. 02. 1985 A 

 
28. 08. 1985 

 
Vietnam (Protocolo I)...  

 
19. 10. 1981 R 

 
19. 04. 1982 

 
Yugoslavia (24)....  

 
11. 06. 1979 R 

 
11. 12. 1979 

 
Zaire (Protocolo I)...  

 
03. 06. 1982 A 

 
03. 12. 1982 

 
RESERVAS Y DECLARACIONES. 
 
1. Angola  
 
M adherirse al Protocolo I de 1977, adicional a los Convenios de Ginebra de 12 de agosto de 1949, la República Popular 
de Angola declara que, hasta tanto no entre en vigor el Convenio Internacional sobre el Mercenariado que actualmente se 
prepara en el seno de la Organización de las Naciones Unidas y que el Estado angolano no sea parte en el mismo, la 
República Popular de Angola considerará que comete un delito de mercenariado: 
 
A) Todo aquel que reclute, organice, financie, equipe, entrene o de cualquier otra forma emplee mercenarios. 
 
B) Todo aquel que, en el territorio bajo su jurisdicción o en cualquier otro lugar que esté bajo su control, permita que se 
desarrollen las actividades mencionadas en el párrafo precedente o conceda facilidades para el tránsito o el transporte de 
mercenarios. 
 
C) Todo nacional extranjero que, en el territorio angolano se dedique, con otro país, a cualquiera de las actividades 
mencionadas anteriormente. 
 
D) Todo nacional angolano que, a fin de atentar contra la soberanía y la integridad territorial de un país extranjero o de 
poner en peligro la autodeterminación de un pueblo, se dedique a las actividades mencionadas en los artículos 
precedentes. 
 
2. Arabia Saudita (Protocolo I).  
 
Por la presente se declara la adhesión del Reino de Arabia Saudita con una reserva respecto al artículo 5, en el que se 
estipula la «designación de las potencias protectoras y de su sustituto». 
 



 
3. Argentina  
 
Adhiero, en nombre y representación del Gobierno argentino, a los Protocolos adicionales citados precedentemente, con 
las siguientes declaraciones interpretativas: 
 
«En relación con los artículos 43, inciso 1, y 44, inciso 1, del Protocolo Adicional a los Convenios de Ginebra de 12 de 
agosto de 1949, relativo a la Protección de las Víctimas de los Conflictos Armados Internacionales (Protocolo I), la 
República Argentina interpreta que esas disposiciones no implican derogación: 
 
a) Del concepto de fuerzas armadas regulares permanentes de un Estado soberano. 
 
b) De la distinción conceptual entre fuerzas armadas regulares entendidas como cuerpos militares permanentes bajo la 
autoridad de los Gobiernos de Estados soberanos y los movimientos de resistencia a los que se refiere el artículo 41. del 
tercer Convenio de Ginebra de 1949». 
 
«En relación con el artículo 44, incisos 2, 3 y 4, del mismo Protocolo, la República Argentina considera que esas 
disposiciones no pueden ser interpretadas: 
 
a) Como consagrando ningún tipo de impunidad para los infractores a las normas del Derecho internacional aplicables en 
los conflictos armados, que los substraiga a la aplicación del régimen de sanciones que corresponda en cada caso. 
 
b) Como favoreciendo específicamente a quienes violan las normas cuyo objeto es la diferenciación entre combatientes y 
población civil. 
 
c) Como debilitando la observancia del principio fundamental del Derecho internacional de guerra que impone distinguir 
entre combatientes y población civil, con el propósito prioritario de proteger a esta última». 
 
«En relación con el artículo 1 del Protocolo adicional a los Convenios de Ginebra de 12 de agosto de 1949, relativo a la 
Protección de las Victimas de los Conflictos Armados sin carácter internacional (Protocolo II), teniendo en cuenta su 
contexto, la República Argentina considera que la denominación de grupos armados organizados a que hace referencia el 
artículo 1 del citado Protocolo no es entendida como equivalente a la que se emplea en el artículo 43 del Protocolo I para 
definir el concepto de fuerzas armadas, aún cuando dichos grupos reúnan los requisitos fijados en el citado artículo 43». 
 
4. Austria  
 
Reserva con respecto al párrafo 2 del artículo 57 del Protocolo I: 
 
Se aplicará el párrafo 2 del artículo 57 del Protocolo I siempre y cuando que en cualquier decisión adoptada por un jefe 
militar la información efectivamente disponible en el momento de la decisión haya sido determinante. 
 
Reserva con respecto al artículo 58 del Protocolo I: . 
 
Considerando que el artículo 58 del Protocolo I contiene la expresión «hasta desde donde sea factible», se aplicarán los 
apartados a) y o) con reserva de lo que exija la defensa nacional. 
 
Reserva con respecto al artículo 75 del Protocolo I: Se aplicará el artículo 75 del Protocolo I siempre que: 
 
a) El apartado e) del párrafo 4 no sea incompatible con las disposiciones legislativas que prevén que el acusado que 
altere el orden en la audiencia o cuya presencia pueda perjudicar el interrogatorio de otro acusado o la toma de 
declaración a un testigo o a un perito, podrá quedar excluido de la sala de audiencia  
 
b) El apartado h) del párrafo 4 no sea incompartible con las disposiciones legislativas que autorizan la reapertura de un 
proceso que haya concluido ya con una sentencia firme, condenatoria o absolutoria  
 
Reserva con respecto a los artículos 85 y 86 del Protocolo I: 
 
Para juzgar la decisión adoptada por un jefe militar se aplicarán los artículos 85 y 86 del Protocolo I siempre y cuando los 
imperativos militares, la posibilidad razonable de reconocerlos y la información efectivamente disponible en el momento de 
tomar la decisión hayan sido determinantes. 
 
Declaración con respecto al artículo 90, párrafo 2. del Protocolo I: 
 
De conformidad con el artículo 90, párrafo 2, del Protocolo I, la República de Austria declara que reconoce ipso facto y sin 
acuerdo especial con relación a cualquier otra Alta Parte Contratante que acepte la misma obligación, la competencia de 
la Comisión Internacional de Encuesta  



 
 
Reserva con respecto al artículo 6 del Protocolo II: 
 
Se aplicará el apartado e) del párrafo 2 del artículo 6 del Protocolo II siempre que no sea incompatible con las 
disposiciones legislativas que prevén que cualquier acusado que altere el orden en la audiencia o cuya presencia pueda 
estorbar el interrogatorio de cualquier otro acusado o la toma de declaración a un testigo o perito, podrá quedar excluido 
de la sala de audiencia  
 
5. Bélgica  
 
El Reino de Bélgica declara que reconoce la competencia de la Comisión Internacional de Encuesta para proceder a una 
investigación acerca de las denuncias formuladas por una Alta Parte Contratante relativa a infracciones graves u otras 
violaciones graves de los Convenios de Ginebra de 12 de agosto de 1949 o del Protocolo adicional a dichos convenios 
relativo a la protección de las víctimas de los conflictos armados internacionales (Protocolo I) en las condiciones de 
aplicación del artículo 90 de dicho Protocolo. 
 
Declaraciones de interpretación. 
 
Al depositar el instrumento por el que Bélgica ratifica el Protocolo adicional a los Convenios de Ginebra de 12 de agosto 
de 1949, relativo a la protección de las víctimas de conflictos armados internacionales (Protocolo I), hecho en Ginebra el 8 
de junio de 1977, el Gobierno belga hace las siguientes declaraciones de interpretación: 
 
1. El Gobierno belga, considerando los trabajos preparatorios del instrumento internacional que ahora se ratifica, desea 
subrayar que el Protocolo se ha formulado a fin de ampliar la protección conferida por el Derecho humanitario 
exclusivamente en cuanto al uso de armas convencionales en los conflictos armados, sin perjuicio de las disposiciones de 
Derecho internacional relativas al empleo de otro tipo de armamento. 
 
2. El Gobierno belga, considerando el párrafo 3 del artículo 43 (fuerzas armadas) y el estatuto especial de la gendarmería 
belga, ha decidido notificar a las Altas Partes Contratantes la información que figura a continuación sobre los cometidos 
asignados a la gendarmería belga en época de conflicto armado. Considera que, por lo que respecta a la gendarmería, 
esta notificación satisface suficientemente lo exigido en el artículo 43. 
 
a) La gendarmería belga, constituida para garantizar el orden y el cumplimiento de la Ley, es una fuerza pública que, 
según la legislación nacional, constituye una de las fuerzas armadas y corresponde, por tanto, a la noción de «fuerzas 
armadas de una parte en conflicto» en el sentido del artículo 43 del Protocolo I. Por tanto, en época de conflicto armado 
internacional, los miembros de la gendarmería belga poseen el estatuto de «combatientes» en el sentido de dicho 
Protocolo. 
 
b) Como complemento de la presente notificación, el gobierno belga desea detallar las tareas que según la ley le 
incumben a la gendarmería en época de guerra Estas tareas se describen en la «Ley de la Gendarmería», de 2 de 
diciembre de 1957 (publicada en el «Moniteur» belga de 12 de diciembre de 1957). 
 
El título VI de dicha Ley contiene en sus artículos 63, 64, 66 y 67 las misiones específicas asignadas a la gendarmería en 
tiempo de guerra, que se agregan a las misiones que le corresponden en tiempo de paz y que son las siguientes: 
 
«63. La gendarmería participa en la defensa interior del territorio en la medida determinada de común acuerdo por el 
Ministro de Defensa nacional, el Ministro de Justicia y el Ministro del Interior. 
 
No se podrá encomendar a las unidades territoriales otras misiones que las de información y de alerta  
 
Las unidades móviles podrán colocarse como apoyo de las unidades de otras fuerzas armadas. 
 
64, Mientras dure el período de guerra, la gendarmería proporciona destacamentos denominados "de prebostazgo" 
encargados de mantener el orden y la vigilancia entre las otras fuerzas armadas. 
 
Cada prebostazgo está a las órdenes de un preboste, oficial de gendarmería  
 
66. Mientras dure el período de guerra, la gendarmería mantendrá relaciones constantes con los auditores militares. 
 
Les informará de los acontecimientos que sean de interés en materia de seguridad y orden público. 
 
67. Mientras dure el período de guerra, a la gendarmería puede serle encomendado por los auditores militares la entrega 
de citaciones a las partes o a los testigos». 
 
c) El Gobierno belga desea subrayar que, incluso en tiempos de guerra, la gendarmería sigue teniendo como primer 



 
cometido la misión general que le está encomendada en virtud del artículo 1 de la «Ley de la gendarmería». 
 
En efecto. el Real Decreto de 14 de marzo de 1963, «relativo a la organización del servicio general de la gendarmería» 
(publicado en el «Moniteur» belga de 29 de marzo de 1963), dispone en el artículo 17 lo siguiente: 
 
«En tiempo de guerra: 
 
a) La gendarmería conserva su misión habitual, es decir, el mantenimiento del orden y el cumplimiento de la ley. 
 
b) Sin perjuicio del artículo 63 de la Ley de la Gendarmería y de las disposiciones resultantes de su aplicación, todas las 
fuerzas de gendarmería, tanto móviles como territoriales, siguen estando a las órdenes del Jefe de la gendarmería Este 
las utiliza y distribuye en función de las necesidades de mantenimiento del orden y del servicio judicial. Cada escalafón 
subordinado actúa de la misma forma dentro de sus atribuciones». 
 
3. Por lo que respecta a los artículos 41, 57 y 58, el Gobierno belga considera que la expresión «precauciones posibles», 
que aparece en el artículo 41 ha de interpretarse, según los trabajos preparatorios, en el sentido de «precauciones 
factibles», que se mencionan en los artículos 57 y 58, es decir, aquellas que permiten tomar las circunstancias 
imperantes, y ello incluye consideraciones de índole militar tanto como de índole humanitaria  
 
4. Por lo que respecta al artículo 44. el Gobierno belga declara que las situaciones en conflictos armados que se 
describen en el párrafo 3 sólo pueden darse en territorio ocupado o en conflictos armados a los que alude el párrafo 4 del 
artículo 11. del Protocolo. Por lo demás, el Gobierno belga entiende que el término «despliegue» que se utiliza en el 
apartado b) del mencionado párrafo 3 comprende cualquier movimiento individual o colectivo hacia un emplazamiento 
desde el que se ha de lanzar un ataque  
 
5. Por lo que respecta a los artículos 51 y 57, el Gobierno belga entiende por la ventaja militar que en ellos se menciona 
aquella que se prevé obtener de un ataque considerado en su conjunto. 
 
6. En relación con el título IV, sección I, del Protocolo, el Gobierno belga desea subrayar que cada vez que sea necesario 
que un jefe militar adopte una decisión que vaya a repercutir en la protección de civiles o de bienes civiles o afines, dicha 
decisión sólo puede adoptarse sobre la base de la información pertinente de que se disponga en ese momento y que le 
haya sido factible conseguir a tal efecto. 
 
7. Por lo que respecta al párrafo 3 del artículo 96, el Gobierno belga declara que una declaración a los efectos descritos 
en el párrafo 3 del artículo 96 sólo podría formularla una autoridad que en cualquier caso: 
 
a) Esté reconocida por la organización intergubernamental regional pertinente, y. 
 
b) Que represente efectivamente a un pueblo comprometido en un conflicto armado cuyas características se ajusten 
estricta y propiamente a la definición dada en el párrafo 4 del artículo 1 y a la interpretación dada al ejercicio del derecho 
de autodeterminación en el momento de adoptarse el protocolo. 
 
6. China instrumento de adhesión a los Protocolos I y II contiene la siguiente reserva del Gobierno chino: 
 
En la actualidad China no tiene legislación en materia de extradición. Los problemas relacionados con la extradición han 
de tratarse de diversa forma, según el caso. Por este motivo. China no acepta las obligaciones contenidas en el párrafo 2 
del artículo 88 del Protocolo I. 
 
7. Dinamarca  
 
El instrumento de ratificación de los Protocolos adicionales I y II contiene la siguiente reserva del Gobierno danés: 
 
Dinamarca formula reserva con respecto a la aplicación del párrafo 4, h), del artículo 75 del Protocolo I con el fin de que 
las disposiciones contenidas en el mismo no impidan la reapertura de un procedimiento penal si las disposiciones del 
Código de Procedimiento Civil y Penal danés permiten, a título excepcional, adoptar una medida de esta índole. 
 
Se acompaña el instrumento de ratificación de una declaración gubernamental de 8 de junio de 1982, en virtud del párrafo 
2 del artículo 90 del Protocolo adicional I a los Convenios de Ginebra de 12 de agosto de 1949, según la cual: 
 
«El Gobierno de Dinamarca reconoce ipso facto y sin acuerdo especial, con relación a cualquier otra Alta Parte 
Contratante que acepte la misma obligación, la competencia de la Comisión mencionada en el artículo 90 para proceder a 
una investigación acerca de las denuncias formuladas por esa otra Parte, tal como lo autoriza dicho artículo». 
 
8 Emiratos Arabes Unidos.  
 



 
Los instrumentos de adhesión a los Protocolos adicionales I y II contienen la siguiente declaración del Gobierno de los 
Emiratos Arabes Unidos: 
 
«Al aceptar el mencionado Protocolo, el Gobierno de los Emiratos Arabes Unidos adopta el punto de vista de que su 
aceptación del mencionado Protocolo no implica en modo alguno el reconocimiento de Israel ni le obliga a aplicar las 
disposiciones del mismo con respecto a dicho país. 
 
El Gobierno de los Emiratos Arabes Unidos desea además señalar que el entendimiento descrito anteriormente se halla 
de conformidad con la práctica habitual en los Emiratos Arabes Unidos con respecto a la firma, ratificación, adhesión o 
aceptación de Convenios, tratados o Protocolos internacionales en los que sea parte un país no reconocido por los 
Emiratos Arabes Unidos». 
 
Comunicación de Israel con respecto a la declaración formulada por los Emiratos Arabes Unidos. 
 
El Gobierno de Israel ha tomado nota de que el 9 de marzo de 1983 se recibió y quedó depositado ante el Gobierno suizo 
el instrumento de adhesión del Gobierno de los Emiratos Arabes Unidos a los Protocolos adicionales I y II a los Convenios 
de Ginebra de 12 de agosto de 1949, adoptados el 8 de junio de 1977. 
 
El instrumento depositado por el Gobierno de los Emiratos Arabes Unidos contiene una declaración de carácter político 
con respecto a Israel. Es opinión del Gobierno del Estado de Israel que los Convenios y Protocolos de Ginebra no son el 
lugar adecuado para hacer pronunciamientos políticos de esta índole que están además en flagrante contradicción con los 
principios, fines y propósitos de los Convenios y los Protocolos. Esa declaración del Gobierno de los Emiratos Arabes 
Unidos no puede, en modo alguno, afectar a obligaciones que incumban a los Emiratos Arabes Unidos según el derecho 
internacional o en virtud de determinados Convenios. El Gobierno del Estado de Israel, en cuanto al fondo del asunto, 
adoptará una actitud de completa reciprocidad respecto al Gobierno de los Emiratos Arabes Unidos. 
 
9. Finlandia  
 
La República de Finlandia retiró su reserva el 16 de febrero de 1987, con efectos inmediatos. 
 
Mediante nota del 6 de agosto de 1980, la Embajada de Finlandia en Berna comunicó al Consejo Federal Suizo la 
siguiente declaración del Gobierno finlandés: 
 
«Con referencia a los artículos 75 y 85 del Protocolo, el Gobierno finlandés declara su entendimiento de que, en virtud del 
artículo 72, el campo de aplicación del artículo 75 se entenderá que incluye también a los nacionales de la Parte 
Contratante que aplique las disposiciones de ese artículo, así como a los nacionales de Estados neutrales o de otros que 
no sean partes en el conflicto y se entenderá que las disposiciones del artículo 85 se aplicarán a los nacionales de 
Estados neutrales o de Estados que no son partes en el conflicto de la misma forma que se aplican a los mencionados en 
el párrafo 2 de dicho artículo. 
 
Con referencia al párrafo 4, h), del artículo 75 del Protocolo, el Gobierno finlandés desea aclarar que, según la ley 
finlandesa, no se considerará firme una sentencia hasta que expire el plazo de interposición de cualesquiera recursos 
legales. 
 
Con referencia al párrafo 2 del artículo 90 del Protocolo, el Gobierno finlandés declara que Finlandia reconoce ipso facto y 
sin acuerdo especial, con relación a cualquier otra Alta Parte Contratante que acepte la misma obligación, la competencia 
de la Comisión Internacional de Encuesta». 
 
10. Francia  
 
«Con ocasión del depósito del instrumento de adhesión de Francia al Protocolo II, de 8 de junio de 1977, a los convenios 
de Ginebra de 12 de agosto de 1949, tengo el honor de señalarles que la República Francesa no tiene intención de 
adherirse al Protocolo I de la misma fecha a dichos Convenios. Esta última decisión se explica por los motivos indicados 
por el representante de Francia con ocasión de la cuarta sesión de la Conferencia Diplomática de Ginebra sobre la 
reafirmación y el desarrollo del derecho internacional humanitario aplicable en los conflictos armados y, más 
concretamente, por la falta de consenso entre los estados signatarios del Protocolo I por lo que respecta al alcance exacto 
de las obligaciones asumidas por ellos en materia de disuasión». 
 
11. Islandia  
 
Reserva  
 
El Presidente de Islandia proclama lo siguiente: 
 
«Examinados los Protocolos adicionales I y II a los Convenios de Ginebra de 12 de agosto de 1949, abiertos a la firma en 



 
Berna el 12 de diciembre de 1977, declaro que, por el presente documento, Islandia ratifica los mencionados Protocolos 
con la reserva, relativa al párrafo 4, h), del artículo 75 del Protocolo I en relación con la reposición de casos sobre los que 
se haya dictado sentencia, dado que el derecho islandés de procedimiento ya contiene disposiciones detalladas al 
respecto». 
 
Declaración. 
 
«Islandia, de conformidad con el artículo 90 del Protocolo adicional I a los Convenios de Ginebra de 12 de agosto de 
1949, abierto a la firma en Berna el 12 de diciembre de 1977, reconoce ipso facto y sin acuerdo especial, con relación a 
cualquier otra Alta Parte Contratante que acepte la misma obligación, la competencia de la Comisión Internacional de 
Encuesta para proceder a una investigación acerca de las denuncias formuladas por esa otra Parte tal como lo autoriza el 
mencionado artículo». 
 
l2. Italia  
 
Declaraciones de Italia que se harán en el momento de la ratificación con respecto a la interpretación de los Protocolos 
adicionales a los Convenios de Ginebra de 1949. 
 
El Gobierno de Italia entiende que las disposiciones relativas al empleo de armas que figuran en el Protocolo adicional I 
aluden exclusivamente a las armas convencionales. Ello no va en perjuicio de cualquier otra norma de derecho 
internacional aplicable a otros tipos de armas. 
 
El Gobierno italiano entiende, en relación con los artículos 41, 56, 57, 58, 78 y 86 que por la palabra «factible» se 
entenderá lo que sea viable o prácticamente posible teniendo en cuenta todas las circunstancias del momento, inclusive 
las consideraciones de tipo humanitario y militar. 
 
La situación descrita en la segunda frase del párrafo 3, del artículo 44 sólo puede darse en un territorio ocupado. 
 
La palabra «despliegue» contenida en el párrafo 3, b), significa cualquier movimiento hacia un lugar desde el que se va a 
lanzar un ataque  
 
En relación con los artículos del 51 al 58, inclusive, el Gobierno italiano entiende que los jefes militares y otros 
responsables de la planificación, al decidir sobre la realización de un ataque, han de adoptar necesariamente decisiones 
sobre la base de su apreciación de la información con que cuenten procedente de cualquier fuente en el momento de que 
se trate. 
 
En relación con el párrafo 5, b), del artículo 51 y el párrafo 2, a), iii), del artículo 57, el Gobierno italiano entiende que, al 
hablar de ventaja militar derivada de un ataque, se alude a la ventaja prevista conseguida gracias al ataque considerado 
en su conjunto y no sólo a partes aisladas o particulares del mismo. 
 
Una zona de terreno determinada podrá ser «objetivo militar» cuando por su situación u otros motivos señalados en el 
artículo 52, su destrucción total o parcial, captura o neutralización ofrezca en las circunstancias del caso una ventaja 
militar definida  
 
La primera frase del párrafo 2 del artículo prohíbe únicamente los ataques dirigidos contra objetivos no militares. En la 
misma no se trata la cuestión de los daños colaterales causados por ataques dirigidos contra objetivos. 
 
Los objetivos protegidos por el artículo 53 que se utilicen ilegalmente para fines militares perderán en la misma medida de 
su utilización la protección que se les dispensa  
 
El Gobierno de Italia declara que reconoce ipso facto y sin acuerdo especial, con relación a cualquier otra Alta Parte 
Contratante que acepta la misma obligación, la competencia de la Comisión para proceder a una investigación tal y como 
autoriza el artículo 90, acerca de las denuncias formuladas por esa otra Parte de haber sido víctima de este tipo de 
violaciones o de haber sufrido de cualquier otra forma como consecuencia de que Italia haya quebrantado los Convenios o 
el Protocolo. 
 
Italia reaccionará manifiestamente ante violaciones graves y sistemáticas perpetradas por el enemigo de las obligaciones 
impuestas por el Protocolo adicional I, y en particular por sus artículos 51 y 52, con todos los medios lícitos en derecho 
internacional a fin de evitar nuevas violaciones. 
 
13. Malta  
 
El instrumento de adhesión de la República de Malta a los Protocolos adicionales I y II contiene la siguiente declaración: 
 
«El Gobierno de la República de Malta desea declarar que acepta la competencia de la Comisión Internacional de 



 
encuesta de conformidad con el artículo 90 del Protocolo I». 
 
El mencionado documento iba asimismo acompañado de las dos reservas siguientes: 
 
1. «Se aplicará el artículo 75 del Protocolo I en la medida en que: 
 
a) El apartado e), del párrafo 4, no sea incompatible con la legislación que prevé que un encausado que altere el orden en 
la vista o cuya presencia pueda estorbar el interrogatorio de otro encausado o la toma de declaración de un testigo o 
perito podrá ser excluido de la Sala de Audiencias; 
 
b) El apartado h), del párrafo 4, no sea incompatible con las disposiciones legales que autorizan la reposición de causas 
en las que haya dictado sentencia firme, condenatoria o absolutoria». 
 
2. Se aplicará el párrafo 2, apartado e), del artículo 6, del Protocolo II, en la medida en que no sea incompatible con la 
legislación que prevé que todo encausado que altere el orden en la vista o cuya presencia pueda estorbar el interrogatorio 
de otro encausado o la toma de declaración a un testigo o perito podrá se excluido de la Sala de Audiencias. 
 
14. Noruega  
 
(Protocolo 1).  
 
El instrumento de ratificación del Protocolo adicional I contiene la siguiente declaración del Gobierno noruego: 
 
«Declaramos al mismo tiempo que reconocemos ipso facto y sin acuerdo especial, con relación a cualquier otra Alta Parte 
Contratante que acepta la misma obligación, la competencia de la Comisión Internacional de Encuesta a que se alude en 
el artículo 90 del Protocolo I». 
 
15. Nueva Zelanda  
 
El Gobierno de Nueva Zelanda, una vez estudiados ambos Protocolos, los ratifica por la presente y se compromete a 
observar fielmente todas sus disposiciones y a cumplir todo cuanto en ellos se estipula  
 
Declara asimismo que la presente ratificación no se extenderá a las islas Cook, Niue y Tokelau; 
 
Declara asimismo lo siguiente: 
 
1. En relación con el artículo 44 del Protocolo I entiende el Gobierno de Nueva Zelanda que la situación descrita en la 
segunda frase del párrafo 3 sólo puede darse en territorios ocupados o en conflictos armados a los que alude el párrafo 4 
del artículo 1. Por la palabra «despliegue» contenida en el párrafo 3, b), del artículo, el Gobierno de Nueva Zelanda 
entenderá un movimiento hacia un lugar desde el que se va a lanzar un ataque Por las palabras «visible para el 
enemigo», en el mismo párrafo, entenderá que incluyen el que sea visible con el auxilio. 
 
de cualquier forma de vigilancia, electrónica o de otro tipo, de que se disponga para mantener en observación a un 
miembro de las fuerzas armadas del adversario. 
 
2. En relación con los artículos del 51 al 58 inclusive, entiende el Gobierno de Nueva Zelanda que los jefes militares y 
otras personas responsables de la planificación, al decidir ataques o al ejecutarlos, han de tomar necesariamente 
decisiones basándose en su apreciación de la información de que dispongan en ese momento procedente de cualquier 
fuente. 
 
3. En relación con el párrafo 5, b), del artículo 51 y con el párrafo Z, a), iii) del artículo 57, entiende el Gobierno de Nueva 
Zelanda que la ventaja militar prevista de un ataque, a la que se alude, es la ventaja prevista del ataque considerado 
como un todo y no de partes aisladas o particulares de dicho ataque y que el término «ventaja militar» implica diversas 
consideraciones, incluida la seguridad de las fuerzas atacantes. Entiende además el Gobierno de Nueva Zelanda que el 
término «la ventaja militar concreta y directa prevista» que se emplea en los artículos 51 y 57, significa una expectativa 
«bona fide» de que el ataque supondrá una contribución importante y proporcional al objetivo del ataque militar de que se 
trata  
 
4. En relación con el artículo 52, entiende el Gobierno de Nueva Zelanda que una determinada zona de terreno puede 
constituir un objetivo militar si, debido a su situación u otros motivos señalados en el artículo, su destrucción total o parcial, 
captura o neutralización ofrece en las circunstancias del caso una ventaja militar definida Entiende además el Gobierno de 
Nueva Zelanda que la primera frase del párrafo 2 del artículo no alude, ni lo pretende, a la cuestión de los daños 
secundarios o colaterales resultantes de un ataque dirigido contra un objetivo militar. 
 
5. El Gobierno de Nueva Zelanda declara que reconoce ipso facto y sin acuerdo especial, con relación a cualquier otra 



 
Alta Parte Contratante que acepte la misma obligación, la competencia de la Comisión Internacional de Encuesta para 
proceder a una investigación, según autoriza el artículo 90. acerca de las denuncias formuladas por esa otra Parte de 
haber sido víctima de violaciones constituyentes de un quebrantamiento grave o de otra violación grave de los Convenios 
de Ginebra de 1949 o del Protocolo I. 
 
16. Omán.  
 
Al depositar estos instrumentos, el Gobierno del Sultanato de Omán declara que esta adhesión no significará en modo 
alguno el reconocimiento o el establecimiento de algún tipo de relaciones con Israel con respecto a la aplicación de lo 
dispuesto en dichos Protocolos. 
 
Comunicación de Israel respecto a una declaración del Sultanato de Omán. 
 
El Gobierno de Israel ha tomado nota de que se recibió el instrumento de adhesión del Sultanato de Omán a los 
Protocolos adicionales I y II a los Convenios de Ginebra de 12 de agosto de 1949, adoptados el 8 de junio de 1977, 
instrumento que quedó depositado ante el Gobierno de Suiza el 29 de marzo de 1984. 
 
El instrumento depositado por el Sultanato de Omán incluye una declaración hostil de carácter político con respecto a 
Israel. Desde el punto de vista del Gobierno de Israel, los Convenios de Ginebra y los Protocolos no son el cauce 
apropiado para hacer pronunciamientos políticos, que están además en flagrante contradicción con los principios, 
objetivos y fines de los Convenios y de los Protocolos. La declaración del Sultanato de Omán no puede afectar en modo 
alguno a cualesquiera de las obligaciones que te incumben según el derecho internacional o convenios particulares. Por lo 
que respecta al fondo del asunto, el Gobierno de Israel adoptará con respecto al Sultanato de Omán una actitud de 
reciprocidad total. 
 
17. Países Bajos. 
 
Con ocasión del depósito efectuado hoy por el Reino de los Países Bajos (con respecto al Reino en Europa, las Antillas 
Neerlandesas y Aruba) del instrumento de ratificación del Protocolo adicional a los Convenios de Ginebra de 12 de agosto 
de 1949 relativo a la protección de las víctimas de los conflictos armados (Protocolo I) y de  
 
- Protocolo adicional a los Convenios de Ginebra de 12 de agosto de 1949, relativo a la protección de las víctimas de los 
conflictos armados sin carácter internacional (Protocolo II), adoptados ambos en Berna el 12 de diciembre de 1977, 
 
Tengo el honor de declarar en nombre de mi Gobierno lo siguiente: 
 
1. Con respecto al Protocolo I en su conjunto: 
 
Entiende el Gobierno del Reino de los Países Bajos que las normas contenidas en el Protocolo I relativas al empleo de 
armas se introdujeron para aplicarlas a las armas convencionales y, en consecuencia, sólo se aplicarán a ellas, sin 
perjuicio de cualesquiera otras normas de derecho internacional aplicables a otro tipo de armamento. 
 
2. Con respecto al párrafo 3 del artículo 41, párrafo 2 del artículo 56, párrafo 2 del artículo 57, artículo 58, párrafo I del 
artículo 78 y párrafo 2 del artículo 86 del Protocolo I: 
 
Entiende el Gobierno del Reino de los Países Bajos que la palabra «factible» significa que resulta viable o posible en la 
práctica teniendo en cuenta todas las circunstancias del caso, inclusive consideraciones de índole humanitaria y militar. 
 
3. Con respecto al párrafo 3 del artículo 44 del Protocolo I: 
 
Entiende el Gobierno del Reino de los Países Bajos que las palabras «tomando parte en un despliegue militar» significan 
«cualquier movimiento hacia un lugar desde el que se puede lanzar un ataque». 
 
4. Con respecto al artículo 47 del Protocolo I: 
 
Entiende el Gobierno del Reino de los Países Bajos que el artículo 47 no va en perjuicio en modo alguno de la aplicación 
a los mercenarios, según se definen en este artículo, de los artículos 45 y 75 del Protocolo I. 
 
5. Con respecto al párrafo 5 del artículo 51 y a los párrafos 2 y 3 del Protocolo I: 
 
Entiende el Gobierno del Reino de los Países Bajos que al hablar de ventaja militar se alude a la ventaja prevista derivada 
del ataque considerado en su conjunto y no sólo de partes aisladas o particulares del ataque; 
 
6. Con respecto a los artículos del 51 al 58 inclusive del Protocolo b. 
 



 
Entiende el Gobierno del Reino de los Países Bajos que los jefes militares y otras personas responsables de la 
planificación, al decidir o ejecutar ataques, han de alcanzar necesariamente decisiones basándose en su apreciación de la 
información procedente de todas las fuentes de que dispongan en ese momento. 
 
7. Con respecto al párrafo 2 del artículo 52 del Protocolo I: 
 
Entiende el Gobierno del Reino de los Países Bajos que una determinada área de terreno puede constituir también un 
objetivo militar si, debido a su situación o a otros motivos señalados en el párrafo 2, su destrucción total o parcial, captura 
o neutralización ofrece en las circunstancias del caso una ventaja militar definitiva  
 
8. Con respecto al artículo 53 del Protocolo I: 
 
Entiende el Gobierno del Reino de los Países Bajos que en tanto y cuanto los objetivos y lugares protegidos en dicho 
artículo, en violación del párrafo b), se utilicen como apoyo del esfuerzo militar, perderán por este motivo dicha protección. 
 
9. De conformidad con el párrafo 2 del artículo 90 del Protocolo I: 
 
El Gobierno del Reino de los Países Bajos reconoce ipso facto y sin acuerdo especial con relación a cualquier otra Alta 
Parte Contratante que acepte la misma obligación, la competencia de la Comisión Internacional de Encuesta para 
proceder a una investigación acerca de las denuncias formuladas por esa otra Parte tal como lo autoriza dicho artículo. 
 
La presente adhesión no implica en modo alguno el reconocimiento de Israel por el Estado de Qatar ni la aceptación de 
establecer con él relaciones de ningún tipo. 
 
19. República de Corea  
 
El instrumento de ratificación del Protocolo adicional I contiene las siguientes declaraciones del Gobierno coreano: 
 
1. En relación con el artículo 44 del Protocolo I, las «situaciones» descritas en la segunda frase del párrafo 3 del artículo 
sólo pueden darse en territorios ocupados o en aquellos conflictos armados a los que alude el párrafo 4 del artículo 1 y el 
Gobierno de la República de Corea entenderá por la palabra «despliegue», contenida en el párrafo 3 b) del artículo, 
«cualquier movimiento hacia un lugar desde el que se va a lanzar un ataque». 
 
2. En relación con el párrafo 4, b), del artículo 85 del Protocolo I, una Parte que mantenga prisioneros de guerra puede no 
repatriarlos, atendiendo al deseo abierta y libremente expresado por ellos, lo que no ha de entenderse como demora 
injustificable en la repatriación de prisioneros de guerra, constitutiva de una infracción grave del presente Protocolo. 
 
3. En relación con el artículo 91 del Protocolo I, una Parte en conflicto que viole las disposiciones de los Convenios o del 
presente Protocolo estará obligada a indemnizar a la Parte perjudicada por la violación, sea o no esta última Parte legal en 
el conflicto, y. 
 
4. En relación con el párrafo 3 del artículo 96 del Protocolo I, sólo una declaración hecha por una autoridad que cumpla 
realmente los criterios establecidos en el párrafo 4 del artículo 1 puede surtir los efectos expresados en el párrafo 3 del 
artículo 96, siendo además necesario que dicha autoridad sea reconocida como tal por las correspondientes 
organizaciones intergubernamentales regionales. 
 
20. Santa Sede  
 
Mediante la ratificación de los dos Protocolos adicionales a los Convenios de Ginebra de 12 de agosto de 1949 relativos a 
la protección de las víctimas de conflictos armados internacionales (Protocolo I) y sin carácter internacional (Protocolo II), 
adoptados en Ginebra el 8 de junio de 1977, la Santa Sede pretende ante lodo reconocer los méritos y resultados 
positivos alcanzados en la  
 
«Conferencia diplomática sobre la reafirmación y el desarrollo del derecho internacional humanitario aplicable en los 
conflictos armados», en la que tomó parte activa  
 
La Santa Sede cree que, desde una perspectiva histórica y jurídica global, los dos Protocolos representan y confirman un 
progreso significativo del derecho humanitario que ha de aplicarse en los conflictos armados, progreso que merece 
aprobación y apoyo continuado. 
 
Al mismo tiempo, la Santa Sede desea recordar, a propósito de las disposiciones de los textos jurídicos mencionados 
anteriormente, las consideraciones que ya han sido notificadas por su delegación al término de los trabajos de la 
Conferencia al Secretariado de esta última Complace especialmente reconocer el valor de las disposiciones que amplían, 
en determinados sectores, el derecho humanitario, por ejemplo: La protección de la población civil, especialmente de 
mujeres y niños; la protección concedida a los bienes culturales y a los lugares de culto, testigos y símbolos del patrimonio 



 
espiritual de los pueblos; la protección de los bienes indispensables para la supervivencia de la población civil; el respeto y 
la protección del personal sanitario y religioso; la prohibición de represalias. 
 
Otras disposiciones, por el contrario y a juicio de la Santa Sede, son menos satisfactorias en cuanto al fondo o han hallado 
una formulación poco feliz. Además, se han observado titubeos y omisiones en cuestiones importantes desde la 
perspectiva de la ampliación de las normas humanitarias. Especialmente por lo que respecta al Protocolo II, la Santa Sede 
lamenta que, después de haberlo privado de buena parte de su contenido humanitario, la Asamblea Plenaria de la 
Conferencia se haya convertido en instrumento de un juridicismo angosto, tanto en sus palabras como en su espíritu. Si lo 
ha firmado la Santa Sede, no sin grandes reservas, y si lo ratifica en este momento, se debe sobre todo a que lo considera 
una puerta abierta para el futuro del derecho humanitario en un sector critico y descuidado hasta la fecha  
 
La Santa Sede declara asimismo que toma nota de las reservas y declaraciones formuladas por determinados Estados 
que han depositado el instrumento de ratificación o de adhesión a los Protocolos. 
 
Finalmente, la Santa Sede reafirma en esta ocasión su profunda convicción del carácter fundamentalmente inhumano de 
la guerra Una humanización de los efectos de los conflictos armados, como la que se pretende mediante estos dos 
Protocolos, encuentra siempre el favor y el aliento de la Santa Sede en la medida en que se propone con ello aliviar los 
sufrimientos humanos y en que, al desencadenarse las pasiones y fuerzas maléficas, tiende a salvaguardar los principios 
esenciales de humanidad y los bienes supremos de la civilización. La Santa Sede expresa, además, su firme convicción 
de que el objetivo final, el verdaderamente digno de la vocación del hombre y de la civilización humana, ha de ser la 
abolición de la guerra No puede evitarse pensar que las medidas previstas en el Convenio de Ginebra, y ahora en los dos 
Protocolos adicionales medidas que son ya por sí mismas instrumentos frágiles para la protección de las victimas de los 
conflictos armados de índole internacional resultarían no solamente insuficientes, sino por completa inadecuadas ante la 
devastación aniquiladora de una guerra nuclear. 
 
La Santa Sede, en la creencia de que interpreta las inquietudes y esperanzas de los pueblos, desea que el camino 
alentador que se ha abierto en Ginebra para la codificación del derecho humano en los conflictos armados no se quede en 
letra muerta o en simple compromiso de mera forma, sino que se acoja en las conciencias, se traduzca en la practica y se 
siga hasta lograr el objetivo final de abolir todas las guerras de cualquier tipo. 
 
21. Siria (Protocolo I). 
 
«La presente adhesión no constituye en modo alguno un reconocimiento de Israel ni el establecimiento de relaciones con 
él en cuanto a la aplicación de las disposiciones del Protocolo». 
 
Comunicación de Israel con respecto a una declaración formulada por Siria  
 
El Gobierno de Israel toma nota de que se ha recibido un instrumento de adhesión al Protocolo adicional I de los 
Convenios de Ginebra de 12 de agosto de 1949, adoptado el 12 de junio de 1977, del Gobierno de la República Arabe 
Siria, que quedó depositado ante el Gobierno de Suiza el 14 de noviembre de 1983. 
 
El instrumento depositado por el Gobierno de la República Arabe Siria contiene una declaración hostil y de carácter 
político con respecto a Israel. Desde el punto de vista del Gobierno de Israel, los Convenios y Protocolos de Ginebra no 
son el lugar adecuado para este tipo de pronunciamientos políticos hostiles, que están, además, en flagrante contradicción 
con los principios, objetivos y propósitos de los Convenios y Protocolos. Esta declaración del Gobierno de la República 
Arabe Siria no puede afectar en modo alguno a cualesquiera obligaciones que incumban a dicha República en virtud del 
derecho internacional o de cualquier convenio en particular. El Gobierno del Estado de Israel, en cuanto al fondo de la 
cuestión, adoptará con respecto a la República Arabe Siria una actitud de reciprocidad total. 
 
22. Suecia (Protocolo I). 
 
El instrumento de ratificación del Protocolo adicional I contiene la siguiente declaración del Ministro sueco de Asuntos 
Exteriores: 
 
«Declaro por el presente en nombre del Gobierno que Suecia ratifica dicho Protocolo y se compromete a cumplir y aplicar 
fielmente todas las disposiciones en él contenidas, con la reserva de que el apartado h) del artículo 75 sólo se aplicará en 
la medida en que no esté en conflicto con disposiciones legislativas que permiten en circunstancias excepcionales la 
reposición de causas en las que ya se dictó una sentencia firme, condenatoria o absolutoria  
 
Declaro, además, de conformidad con el párrafo 2 del artículo 90 del Protocolo, que Suecia reconoce ipso facto, y sin 
acuerdo especial con relación a cualquier otra Alta Parte Contratante que acepte la misma obligación, la competencia de 
la Comisión Internacional de Encuesta». 
 
23. Suiza  
 



 
El instrumento de ratificación del Protocolo adicional I contiene las dos reservas y la declaración siguientes del Gobierno 
suizo: 
 
«1. Reserva con respecto al artículo 57: 
 
Las disposiciones del párrafo 2 del artículo 57 sólo obligan a jefes a nivel de batallón o de grupo y a las graduaciones más 
altas. Será determinante la información de que dispongan los jefes en el momento de adoptar la decisión. 
 
2. Reserva relativa al artículo 58: 
 
Dado que el artículo 58 contiene la expresión "hasta donde sea factible", los apartados a) y b) se aplicarán con reserva de 
lo que exija la defensa del territorio nacional. 
 
Además, de conformidad con el párrafo 2 del artículo 90 del Protocolo I, Suiza reconoce, ipso facto y sin acuerdo especial, 
con respecto a cualquier otra Alta Parte Contratante que acepte la misma obligación, la competencia de la Comisión 
Internacional de Encuesta para proceder a una investigación acerca de las denuncias formuladas por esa otra Parte». 
 
24, Yugoslavia  
 
El instrumento de ratificación del Protocolo adicional I contiene la siguiente declaración del Gobierno yugoslavo: 
 
«La República Socialista Federativa de Yugoslavia declara que las disposiciones del Protocolo adicional a los Convenios 
de Ginebra de 12 de agosto de 1949, relativo a la protección de las víctimas de los conflictos armados internacionales 
(Protocolo I), en relación con la ocupación, se aplicarán de conformidad con el artículo 238 de la Constitución de la 
República Federativa Socialista de Yugoslavia, según el cual nadie tendrá derecho a reconocer o firmar un acto de 
capitulación ni a aceptar o reconocer la ocupación de la República Socialista Federativa de Yugoslavia o de cualquiera de 
sus partes». 
 
Los presentes Protocolos entraron en vigor de forma general el 7 de diciembre de 1978 y para España entrarán en vigor el 
21 de octubre de 1989, de conformidad con lo establecido en las disposiciones finales de los mismos. 
 
Lo que se hace público para conocimiento general.  
 
Madrid, 20 de septiembre de 1989. 
 
El Secretario general técnico del Ministerio de Asuntos Exteriores, Javier Jiménez-Ugarte Hernández. 
 


